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Presentación

Una de las primeras tareas que acometimos los actuales inte-
grantes del Servicio Público Provincial de Defensa Penal de Santa 
Fe (Defensor Provincial y Defensores Regionales de Santa Fe, Rosa-
rio, Reconquista y Rafaela) fue conformar un equipo de trabajo que 
elaborase los lineamientos para practicar un relevamiento de datos 
del funcionamiento del sistema penal en la Provincia de Santa Fe.

El objetivo de dicha procura fue uniformar la información a re-
cabar y contar con los indicadores imprescindibles para el conoci-
miento de todos los elementos del sistema penal y adecuado diseño 
de la política institucional. Para ello, se dictó la Instrucción General 
(Res. 06, ampliada por Res. 09 y 15)1 que fijó los parámetros del 
relevamiento estadístico que se ha tomado como base para la ela-
boración de este informe.

Consecuentemente, la Defensoría Regional de Rosario integró 
un sub-grupo de trabajo compuesto por su Defensor Regional, Dr. 
Gustavo Franceschetti, un abogado contratado por el SPPDP a través 
del Ministerio de Justicia y Derechos Humanos, Dr. Fabricio Luciani, 
y un pasante de la Facultad de Derecho, a través de un convenio 
vigente con la Universidad Nacional de Rosario y el Ministerio alu-
dido, Srta. Lucía Masneri Calderari. 

Este equipo reunió la información y procedió a su clasificación 
en el primer trimestre del año 20122, mientras que la redacción del 
informe, diagnóstico y plan de acción estuvo a cargo del Dr. Gustavo 
Franceschetti en junio del año 2012.

Tuvimos la tentación de ampliar ese informe y plasmarlo en una 
publicación con la descripción del proceso de reforma del sistema 
de enjuiciamiento penal santafesino, el relevamiento del real fun-

1 Las Resoluciones pueden ser consultadas en www.sppdp.gob.ar
2 Se aclara que la información solicitada por la Instrucción General ha sido amplia-
da y organizada de modo diverso a la allí propuesta para mejorar la claridad de su 
exposición y facilitar su aprehensión por el lector.



cionamiento actual del sistema de justicia penal y la presentación 
un diagnóstico y plan de acción enfocado a la Región Rosario.

Rosario, julio de 2012.

Gustavo Franceschetti
Defensor Regional de Rosario
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Prólogo

Uno de los temas y objetivos principales del proceso de refor-
ma de la justicia penal en la región latinoamericana –y por lo tanto 
en la Argentina y en la Provincia de Santa Fe- ha sido el aumento, 
la concreción y el fortalecimiento de la defensa de las libertades 
públicas, siempre amenazadas por el Poder punitivo. Desde las pri-
meras ideas- hacia los inicios de la transición a la democracia en los 
años ochenta- hasta el presente, hemos visto como tal objetivo se 
demostraba esencial sino que el ciudadano se ve amenazado por 
nuevas prácticas o nuevas formas de viejas mañas del poder puni-
tivo, que hacen que no debamos ser negligentes ni medrosos a la 
hora de fortalecer los instrumentos de garantía. 

Esa tarea se ha propuesto en tres dimensiones, que este traba-
jo presenta con claridad: por una parte, el rediseño de las normas 
procesales y dentro de él aumento de la cantidad y calidad de las 
herramientas de garantías disponibles. Eso explica las reformas es-
trictamente procesales, el cambio de Códigos, el reconocimiento de 
derechos que hoy el nuevo bloque de constitucionalidad ha ampliado 
y clarificado. Esta es la fortaleza y el límite de esta dimensión, pero 
no debemos subestimar el valor del reconocimiento formal de garan-
tías.  Por otra parte, esa tarea se ha encarado en la dimensión orga-
nizacional. Tradicionalmente a los temas organizacionales no solía-
mos prestarle atención hasta que tomamos conciencia de que ellos 
tienen una influencia igual o mayor a la que tienen las normas  de 
actuación previstas en la legislación procesal. Por ello, se debe des-
tacar la importancia que tiene este estudio donde los problemas de 
organización de la defensa pública ocupan un lugar preponderante. 
Todavía no hemos concluido el debate sobre los modelos de defensa 
pública. Sin duda, constituye un avance que no se puede debilitar el 
que se genere una institución fuerte, con capacidad de  anteponerse 
a la organización fiscal y policial. De hecho, el mayor trabajo que se 
ha realizado hasta el presente ha constituido en generar ese núcleo 
duro de fuerte institucionalidad. Pero también es cierto que al poco 
andar se han visto ya los efectos de las tendencias a la burocratiza-
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ción dentro de esos modelos. Tendencia que se manifiesta en la vo-
cación de “pertenecer” al mundo judicial, de olvidarse que la relación 
con el defendido no es diferente a la que tiene cualquier abogado y 
que por lo tanto en un sentido estricto, un defensor público nunca 
es un funcionario, porque jamás expresa la voluntad o el interés del 
Estado, sino la voluntad de su defendido. Esta idea parece simple, 
pero hemos visto en los últimos tiempos como se ataca a defenso-
res porque defienden a violadores, narcotraficantes o genocidas. La 
existencia de defensores hábiles que hagan bien su trabajo nada nos 
dice de su adhesión a lo que hayan hecho sus defendidos y el primer 
principio de defensa de la independencia de la abogacía consiste en 
sostener ese principio y defenderlo con las herramientas de una ins-
titución común. Todo ello se juega en el plano organizacional y de allí 
la gran importancia de este punto.

Un tercer punto de la tarea de fortalecimiento tiene que ver con 
los detalles. No nos alcanza con el reconocimiento formal de las ga-
rantías y con la existencia de una organización fuerte si nos desen-
tendemos de los métodos, los modos y las reglas más prácticas del 
funcionamiento cotidiano. Otra vez alguien dirá que esto es obvio, 
pero seguramente no lo es, en un país donde nos cuesta organización 
una audiencia o nos cuesta que jueces, fiscales y defensores, por lo 
menos, lleguen a la misma hora a la sala de audiencia. La teoría ha 
tenido un descuido de toda esta dimensión de trabajo y se la entre-
gado al viejo saber forense que, inmune a la visión constitucional del 
proceso, aceite los nuevos sistemas con viejas y rutinarias prácticas. 
Vemos cotidianamente como grandes instituciones vinculadas a la 
oralidad (la audiencia, la producción de prueba, etc.) quedan sepul-
tadas por rutinas que llevan adelante quienes luego enseñan la im-
portancia de esas instituciones en las aulas universitarias.  Debemos 
plantar bandera frente a este problema: si son grandes instituciones 
de la República deben ser sostenidas con una práctica administrativa 
y profesional que se las tome en serio. Hemos visto que en muchas 
circunscripciones de nuestro país no se toma en serio la oralidad: no 
por los ciudadanos, no por los imputados o los testigos; por los mis-
mos funcionarios cuya misión –muchas veces bien pagada- es darle 
vida a ellas.  Otro mérito de este trabajo es que nos empuja a ver esa 
dimensión. No se queda en las loas al derecho de defensa o en la re-
petición de lo que todos, un poco o un poco menos, ya sabemos sobre 
las garantías, sino que introduce datos, variables sociales, historia, 
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problemas, que son precisamente el campo de juego donde se jugará 
el juego de la defensa de la libertad. 

En pocos meses veremos como evoluciona la nueva defensa públi-
ca en Santa Fe. Una vez más, con las particularidades de cada proceso 
de cambio, hemos visto como dejar atrás un modelo para adentrarse 
en otro no es tarea fácil. En un punto reaparece el juego de intereses 
y ese juego es muy real y por ello no debe ser soslayado. Lo que se 
necesita es que cada uno de los intereses en juego tenga jugadores 
y conducción inteligente. Cuando así se ha hecho la defensa pública 
ha salido mucho más fortalecida aún. Este libro, que Gustavo pone a 
disposición de la crítica, muestra el campo donde habrá que jugar al 
fortalecimiento real de los derechos del imputado. La literatura pro-
cesal clásica nos  habla como si se tratara solamente de una descrip-
ción de normas vigentes o de un apelación a la ética pública. Más allá 
de ello –y con ello- se deberá montar una organización concreta, con 
hombres concretos, con rutinas concretas. Allí, en el fragor a veces 
tan aburrido, del día a día, de esa realidad gris, es donde se jugará el 
verdadero compromiso con los derechos de los ciudadanos. En una 
época de fuertes narcicismos que confunden la preocupación por lo 
público con la aparición en los medios de comunicación, este libro, el 
esfuerzo de pensar las cosas desde esta dimensión tan pragmática es 
fruto de una renovación del pensamiento procesal, que se niega cada 
vez más a hablar sin datos, sin concreciones, su conocimiento de las 
prácticas y su cotidianeidad, lugar único y privilegiado de las verda-
deras transformaciones. 

Alberto M. Binder
INECIP





.I.

Proceso de reforma del sistema de enjuiciamiento 
penal en la provincia de santa fe
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Inicio del proceso

Modelo mixto vigente desde 1895

El primer Código Procesal Penal de Santa Fe data de 1895 y fue 
inspirado en el Código Procesal Penal de la Nación de Manuel Oba-
rrio (1882), por lo que indirectamente abrevó en la Ley de Enjuicia-
miento Criminal de España de 1879. 

La ordenanza procesal santafesina encuadró en el modelo pro-
cesal “mixto” en tanto conjugó el modelo inquisitivo (se buscaría 
la verdad histórica con la actuación de un Juez y se soslayarían las 
facultades de Fiscales y Defensores, en un trámite escrito y secre-
to) con el modelo acusatorio (estableció un plenario ante Juez di-
ferente e imparcial, con algunos rasgos dispositivos a través de la 
potenciación del rol de las partes). Sin embargo, la falta de oralidad 
en todo el proceso y las facultades de impulso de la acción del Juez 
aún en la etapa de juicio, inclinaban la balanza a favor de un sistema 
más inquisitivo que mixto. 

En más de cien años de vigencia solamente hubo dos reformas 
que vale la pena reseñar, con la aclaración que no alteraron los li-
neamientos principales del vetusto código nacido en el siglo XIX: 
sobre 1972 (Ley 6.740) se agregaron adornos superficiales (como 
el de la “oralidad optativa”)1 y en 2004 (Ley 12.162), por influjo del 
Foro de Jueces Penales de la Provincia, se insertaron algunos insti-
tutos propios del sistema acusatorio (el Juez quedó limitado en la 
imposición de pena al pedido del Fiscal; se autorizó la aplicación de 
alternativas o atenuantes a la prisión preventiva; se otorgó relevan-
cia a la solución del conflicto entre ofensor y ofendido; etc.).

¿Cómo resistió el modelo de enjuiciamiento santafesino durante 
ciento doce años a pesar de su notoria ineficacia para entregar solu-
ciones rápidas y de calidad, garantizar el derecho de defensa y dar 
adecuada respuesta a los operadores y a la comunidad?

1 ERBETTA-CHIARA DÍAZ-ORSO-FRANCESCHETTI. Nuevo Código Procesal Penal 
de Santa Fe Comentado. Zeus, Rosario, 2008. Pág. 14.
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Durante las primeras siete décadas del siglo XX el modelo de en-
juiciamiento se adecuó, en líneas generales, a los que imperaban en 
Europa central y América Latina, por influencia del facismo y los 
gobiernos autoritarios a quienes los modelos inquisitivos le sientan 
mejor para ejercer un control ideológico y social sin límites con los 
ropajes de legitimación que brinda el derecho penal.

A partir de la década del ’80, con el advenimiento de las democra-
cias en todo el continente americano, el modelo de enjuiciamiento 
fue revisado y viró hacia el sistema acusatorio que era acorde con 
la mayoría de las siempre incumplidas Constituciones Nacionales 
de cuño liberal del siglo XIX y con el Derecho Internacional de los 
Derechos Humanos que estaba en formación.

En la Provincia de Santa Fe fueron las Cátedras de Derecho Pe-
nal y Derecho Procesal Penal de las Facultades de Derecho de las 
Universidades Públicas quienes tomaron la bandera de la reforma 
y la blandieron con fuerza, con el acompañamiento de los Colegios 
de Abogados. 

Mientras la mayoría de los países de la región y las restantes pro-
vincias del país iniciaron un proceso de adecuación de sus legislacio-
nes, Santa Fe permanecía inmóvil. Su sistema escriturario y secreto 
quedó tan rezagado y desajustado a los estándares internacionales, 
que desde la academia se lo ofrecía como un atractivo turístico.

El embate discursivo de los propulsores de la reforma fue serio 
y sostenido, sin embargo, el debate responsable siempre se ha visto 
frustrado por presiones corporativas, fundamentalmente provenien-
tes del sector judicial, que postergaron la posibilidad de cambio. 

Nuevo Código Procesal Penal

En mayo de 2006 los tres poderes del Estado provincial2 acorda-
ron llevar adelante el “Plan Estratégico para la Justicia santafesina” 
en procura de lograr una modernización normativa de los procesos 
judiciales, una revisión de las competencias, fueros, jurisdicciones 
y geografía judiciales para adaptarlas a su realidad actual y orien-
tarlas al servicio de los ciudadanos. 

En lo concerniente al proceso penal, el entonces Gobernador 

2 También lo suscribieron los Colegios de Magistrados y Abogados, Sindicato de 
empleados judiciales y Decanos de las Facultades de Derecho.
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Jorge Obeid manifestó: “queremos lograr por fin que la Provincia 
de Santa Fe deje de tener el raro privilegio de ser la única que man-
tiene un proceso penal escrito e inquisitivo para entrar decidida-
mente en la oralidad”3.

Mientras se mantenían reuniones en el marco de dicho Plan ocu-
rrió un hecho que resquebrajó toda la arquitectura organizacional del 
proceso penal santafesino y aceleró los tiempos de la reforma en ma-
teria procesal penal: el fallo de la CSJN en el caso “Fraticelli y Dieser” 4. 

El 8 de agosto de 2006 se conoció la mencionada decisión en 
la que el máximo tribunal entendió que se violó la garantía de im-
parcialidad del juzgador cuando la misma Cámara de Apelaciones 
que resolvió la impugnación de un auto de procesamiento, fue la 
que intervino para revisar la sentencia definitiva, una práctica co-
mún en la Provincia a base del Código Procesal Penal aplicable. Este 
pronunciamiento, se sumó al precedente “Llerena”5 que ya había 
puesto en jaque la competencia penal correccional provincial cuan-
do afirmó (respecto de otra jurisdicción) que se violaba la misma 
garantía cuando el mismo Juez que investiga, luego juzga. 

Este fallo fue un cimbronazo que puso en zona de revisión mu-
chas sentencias condenatorias y auguraba la nulidad de todas las 
decisiones que adoptasen los Jueces Correccionales y las Cámaras 
de Apelación. De allí que el máximo tribunal local quedó obligado a 
adoptar soluciones de emergencia6 y toda resistencia activa o pasi-
va proveniente del sector quedó relegada. 

El 31 de agosto de 2007 se sancionó el nuevo Código Procesal Pe-
nal, mediante Ley 12.734, para abandonar el modelo inquisitivo y es-
criturario y avanzar hacia uno acusatorio y oral. Básicamente, distin-
gue los poderes de acción y jurisdicción, elimina la figura del juez de 
instrucción y coloca el impulso de la acción en cabeza de los Fiscales, 

3 http://www.elsantafesino.com/politica/2006/05/10/4557.
4 CSJN, causa N° 120/02, D. 81. XLI, 8.8.06; “Dieser, María Graciela y Fraticelli, Car-
los s/ homicidio calificado por el vínculo y alevosía”.
5 CSJN, causa N° 3221, L 486, XXXVI, 17.05.05, “Llerena, Horacio Luis s/ abuso de 
armas y lesiones”.
6 La Corte Suprema de Justicia de la Provincia de Santa Fe dictó la Acordada 32 por 
la que dispuso una suerte de rotación entre Jueces Penales Correccionales y Salas 
de Cámaras Penales para evitar la anulación de todos los procesos penales por 
violación a la garantía de imparcialidad del juzgador.
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suplanta la instrucción formal por la investigación penal preparato-
ria, prevé un Juez de la Investigación Penal Preparatoria para que au-
torice actos que pudieren afectar derechos y garantías constituciona-
les, legisla sobre criterios de oportunidad y amplía las posibilidades 
de acudir a la suspensión del juicio a prueba, aumenta los requeri-
mientos para la procedencia de las medidas de coerción personal, 
potencia a la víctima bajo el rol de querellante, fija un procedimiento 
intermedio para evitar acusaciones con poco sustento probatorio o 
mal encuadradas y obliga a un juicio oral y público salvo que se acuda 
al procedimiento abreviado, entre otras previsiones normativas que 
por sí solas dan cuenta de la magnitud del cambio.
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Profundización del cambio

Nuevo diseño institucional del Poder Judicial en materia penal

A fines de ese mismo año, el Poder Ejecutivo provincial pasa a ma-
nos del Dr. Hermes Binner, que adoptó una política de profundización 
del proceso de reforma procesal penal, con el liderazgo del Ministe-
rio de Justicia y Derechos Humanos, a cargo del Dr. Héctor Superti. 

La finalidad de hacer una realidad la reforma era inequívoca en 
tanto el nuevo Ministro había sido uno de los principales promoto-
res del cambio durante las dos décadas anteriores desde el púlpito 
universitario y artífice del fallo “Fraticelli-Diesser” desde su rol de 
abogado defensor de uno de los acusados.

Una de las primeras medidas fue crear la Dirección de Transfor-
mación del Sistema Procesal Penal, titularizada hasta el día de la fe-
cha por el Dr. Víctor Moloeznik, como unidad política y administra-
tiva exclusivamente abocada a la implementación del nuevo sistema 
acusatorio. Además de la consagración de los principales postulados 
de dicho sistema, se propuso específicamente asumir el cambio cul-
tural, el reemplazo del expediente por audiencias orales y públicas, 
la mayor visibilidad del conflicto humano entre víctima y acusado y 
un aumento del acceso al servicio de justicia de toda la ciudadanía.

La fecha de entrada en vigencia íntegra del nuevo Código Pro-
cesal Penal operaba el 30 de junio de 2008. No resultaba posible 
la implementación en un plazo de seis meses, sobretodo porque el 
nuevo gobierno tenía en mente introducir cambios en el diseño ins-
titucional del Poder Judicial. 

Consecuentemente, se pospuso la fecha de inicio para el día 30 
de octubre de 2009 y, entretanto, dispuso comenzar a implemen-
tarlo de modo progresivo y por materias, con exactamente la misma 
estructura del Poder Judicial. En palabras del mismísimo Ministro 
de Justicia y Derechos Humanos: “cuando al elefante no se lo puede 
comer todo junto la única posibilidad de hacerlo es por partes”7 . 

7 HÉCTOR SUPERTI. “Hacia la vigencia plena del nuevo Código Procesal Penal”, en 
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Fue así que se sancionó la Ley 12.912, el 7 de octubre de 2008, 
que incorporó algunos de los institutos previstos en la ley 12.734, 
tales como los criterios de oportunidad, la suspensión del juicio a 
prueba, el querellante (y consecuente desaparición del actor civil), 
medidas de coerción personal, juicio oral obligatorio para cierto 
tipo de delitos, etc.

La profundización del proceso de cambio se evidenció cuando se 
sancionó, en setiembre de 2009, un paquete de leyes que tuvo apro-
bación unánime del Parlamento santafesino. Me refiero a las Leyes 
13.013 y 13.014 que definen la misión, organización y funciones 
del Ministerio Público de la Acusación y del Servicio Público Pro-
vincial de Defensa Penal y Ley 13.018 que organiza la Justicia Penal.

Sus ejes fueron:
- El quite de funciones en materia penal al Procurador General, 

pues forma parte de la Corte Suprema y ello le resta autonomía a 
su desempeño. 

- El desdoblamiento de las funciones de acusación y defensa 
para ponerlas en cabeza de distintas instituciones y funcionarios, 
tratando de garantizarle el mayor grado de autonomía funcional y 
autarquía financiera.

- La organización de la Justicia Penal en Colegios con separación 
de las tareas jurisdiccionales y administrativas, encomendadas és-
tas últimas a una Oficina de Gestión Judicial para dinamizar y flexi-
bilizar la asignación de tareas y carga de trabajo. 

En esa misma época, se dictó la Ley 13.004, conocida como “Ley 
de Transición”, que estipuló que la nueva ordenanza procesal se 
aplicaría a los hechos delictivos conocidos a partir de la fecha de 
entrada en vigencia, mientras que los anteriores se regirían por el 
Código Procesal Penal actual (Ley 6.740) con un “Sistema de Conclu-
sión de Causas” según el cual, al cabo de tres años (prorrogables por 
seis meses más) todos deberían estar resueltos o serían archivados 
de pleno derecho. 

En cuanto a las estructuras, previó una capacitación especial 
para los Jueces Penales, fijó los tiempos y modos de traspaso de los 
Fiscales, Defensores, Secretarios y empleados del Fuero Penal a las 

Doxa Penal 1, pág. 124, Ediar, año 2009.
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nuevas instituciones, permitiéndoseles optar entre el traspaso o la 
permanencia (con asignación de funciones no penales). 

Primeros recursos humanos

Al año siguiente, el Gobernador de la Provincia fijó un proceso 
de selección para Fiscal General, Fiscales Regionales, Defensor Pro-
vincial y Defensores Regionales mediante Decreto del Poder Eje-
cutivo N° 346/2010, que consiste en un concurso de antecedentes, 
oposición y coloquio. 

En junio del año 2010 se hizo el primer llamado a concurso para 
cubrir los principales cargos del Ministerio Público de la Acusación 
y Servicio Público Provincial de Defensa Penal. Como consecuencia, 
resultaron designados en diciembre de ese año como Fiscal Gene-
ral al Dr. Julio De Olazabal y como Fiscales Regionales a los Dres. 
Eduardo Fessia (Santa Fe), Jorge Baclini (Rosario), Eladio García 
(Reconquista) y Carlos Arietti (Rafaela), como Defensor Provin-
cial al Dr. Gabriel Ganon y como Defensores Regionales a Sebastián 
Amadeo (Santa Fe), Gustavo Franceschetti (Rosario), Ariana Quiro-
ga (Reconquista) y Estrella Moreno (Rafaela)8. 

Ya en 2011, por Decreto del Poder Ejecutivo N° 899/2011, se 
estableció el proceso de selección de Fiscales, Fiscales Adjuntos, 
Defensores y Defensores Adjuntos, posteriormente reglamentado 
por el Ministerio de Justicia y Derechos Humanos (Reglamento N° 
220/2011), que también consiste en concurso de antecedentes, 
oposición y coloquio9. 

El primer llamado a cubrir cargos tuvo lugar en junio del año 
2011 y se desdobló en cuatro concursos múltiples para cubrir un 
total de 42 cargos de Fiscales, 92 Fiscales Adjuntos, 22 Defensores 

8 Los concursos para los cargos de Fiscal y Defensor Regional de la 3° Circunscrip-
ción Judicial (Venado Tuerto) fueron declarados desiertos. Se abrieron nuevamente 
en 2011 y se sustanciaron, pero al día de la fecha los cargos aún no fueron cubiertos.
9 El concurso es administrado por un Presidente, un Secretario y un Tribunal Eva-
luador en el marco de actuación de la Secretaría de Transformación de los Siste-
mas Judiciales del Ministerio de Justicia y Derechos Humanos del Poder Ejecutivo 
de la Provincia de Santa Fe.
El fruto del Sistema de Selección es la elevación de una terna (o lista, en caso de 
concursos múltiples) al Poder Ejecutivo, a quien corresponde la designación, pre-
vio acuerdo legislativo.
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Públicos y 56 Defensores Públicos Adjuntos. Ya tuvo lugar la etapa 
de evaluación de antecedentes, oposición y coloquio, resueltas se 
encuentran las impugnaciones presentadas ante el Poder Ejecutivo 
y sólo resta el envío de pliegos a la Legislatura.

Paralelamente, durante el año 2011 el Ministerio Público de la 
Acusación ha llevado a cabo su proceso de selección de Administra-
dor General, Secretario General, Director de la Escuela de Capacita-
ción y Auditor General, en los que resultaron ganadores el Contador 
Público Carlos Riboldi y los Dres. Mario Barletta, Marcelo Hidalgo 
y Enrique Font, respectivamente; mientras que el Servicio Público 
Provincial de Defensa Penal también seleccionó su Administrador 
General, Contadora Pública Alejandra Benavídez.

En noviembre de 2011 se dicta la Ley 13.218 que creó los cargos 
de funcionarios y empleados necesarios para dotar al Poder Judicial 
y sus dos nuevas instituciones de recursos humanos suficientes. Res-
ta, ahora, llevar adelante los procesos de selección de los mismos.
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Estado actual de la implementación

Sucesivas prórrogas y planteos judiciales

Como quedó expuesto, el Código Procesal Penal según Ley 12.734 
que debía entrar en vigencia el 30 de junio de 2008, fue prorrogado 
para el 31 de octubre de 2009 por la Ley 12.912, por primera vez.

Sin embargo, cuando llegó esa última fecha aún no se había ini-
ciado el proceso de selección de autoridades, por lo que fue nece-
sario dictar la Ley 13.038 (12 de noviembre de 2009) que poster-
gó por segunda vez para el día 1 de febrero de 2011 la entrada en 
vigencia y, paralelamente, con la misma lógica de la Ley 12.912, 
amplió el catálogo de delitos que obligatoriamente se debían re-
solver en juicio oral. 

Durante el año 2010 se llevaron a cabo los concursos de antece-
dentes y oposición de los Fiscales y Defensores principales, como 
quedó evidenciado en el apartado anterior, y la fecha del 01 febrero 
de 2011 debió ser nuevamente postergada, ahora por la Ley 13.175 
(17 de enero de 2011), por tercera vez, que fijó como fecha de en-
trada en vigencia el plazo de 180 días a contar desde la asunción 
del cargo del Fiscal General y Defensor Provincial. Atendiendo que 
asumieron sus cargos el 5 de abril de 2011, el plazo se cumplía en 
fecha 5 de octubre del mismo año.

Ahora bien, dado que a esa fecha, ni los concursos de Fiscales y 
Defensores habían terminado, ni la Corte Suprema de Justicia de la 
Provincia de Santa Fe había concluido el concurso de Jefes de Ofici-
na de Gestión Judicial o hecho operativo el sistema de traspaso ni la 
capacitación de Jueces Penales, una cuarta prórroga fue necesaria. 

Vale la pena señalar que durante el año 2010, el Procurador Ge-
neral, Dr. Agustín Bassó, pidió la “avocación” de la Corte Suprema 
de Justicia para que declare la inconstitucionalidad de una gran 
cantidad de artículos del paquete de leyes aprobado por unanimi-
dad en 2009, alegando las siguientes razones:

–– La Constitución provincial no permite la coexistencia de la 
Corte con dos instituciones con autonomía funcional y ad-
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ministrativa y autarquía financiera en el seno del Poder Ju-
dicial.

–– La figura del Procurador General tiene rango constitucional 
y no se le puede retacear atribuciones y competencias por 
una ley. 

–– La periodicidad de los cargos de Fiscales General y Regiona-
les y Defensores Provincial y Regional contraviene la inamo-
vilidad constitucional que todo magistrado tiene. 

La presentación generó zozobra hasta que finalmente fue recha-
zada unos meses más tarde por la Corte Suprema de Justicia de la 
Provincia de Santa Fe, mediante Acta N° 33 de fecha 11 de agosto de 
2010. En este pronunciamiento, los Ministros Daniel Erbetta, María 
Angélica Gastaldi, Roberto Falistocco y Mario Netri rechazaron la 
impugnación, no sólo porque no se puede hacer control de consti-
tucionalidad “sin un caso”, sino porque consideran que las atribu-
ciones constitucionales de la Corte y las legales del MPA y SPPDP se 
pueden compatibilizar sin sacrificio de ninguna, mientras que los 
Ministros Rafael Gutiérrez y Eduardo Spuler acogieron el pedido.

En el año 2011, cuando el Fiscal General y el Defensor Provincial 
reglamentan y abren el proceso de selección de sus Administrado-
res Generales, el Procurador General entendió que tenía “el caso” 
y solicitó la anulación por afectación de las competencias que la 
Constitución asigna a la Corte.

Sin embargo, por Acta N° 57 de fecha 29 de setiembre de 2011, 
en votación dividida la Corte vuelve a rechazar la petición: 

–– Los Ministros Gutiérrez y Spuler ratifican su postura de in-
constitucionalidad de las leyes 13.013 y 13.014.

–– Los Ministros Erbetta y Gastaldi salvan las atribuciones de 
uno y otro órgano sosteniendo que al Fiscal General y De-
fensor Provincial corresponde reglamentar el método de 
selección y proceder a su materialización, mientras que a 
la Corte concierne realizar un control de legalidad de tales 
actos.

–– Los Ministros Falistocco y Netri coinciden con los dos Minis-
tros anteriores, pero no sólo exigen un control de legalidad, 
sino también de oportunidad.

La cuarta prórroga llegó, una vez superados los planteos judicia-
les, como el producto de una Mesa de Diálogo convocada por el Go-
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bernador mediante Decreto N° 1950 del año 2011, a la que se invitó 
a participar a todas las instituciones involucradas en el proceso de 
reforma del proceso penal. 

De allí surgió la Ley N° 13.256 (2 de marzo de 2012) según la cual 
la entrada en vigencia definitiva e integral será dispuesta mediante 
decreto del Poder Ejecutivo cuando resuelva encontrar reunidas las 
condiciones necesarias para un adecuado funcionamiento del mis-
mo y reordena el cronograma y sistema de traspaso de funcionarios 
y empleados del fuero penal. 

A la fecha en que se escribe este texto, según declaraciones del Mi-
nistro de Justicia y Derechos Humanos, Dr. Juan Lewis, la implemen-
tación definitiva podría operar a partir del mes de febrero de 201310.

10 Declaraciones del día 8 de febrero de 2012 en www.diariocruzdelsur.com.ar.





.II.

Relevamiento del sistema judicial en materia penal
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Morfología provincial y regional

Santa Fe es una de las Provincias que integran la República Ar-
gentina y, por su cantidad de habitantes, extensión e importancia 
económica y cultural, se la ubica en tercer lugar, después de Buenos 
Aires y Córdoba. 

Territorialmente, se encuentra en el centro del país, flanqueada 
en todo su límite Este por el río Paraná. Limita al norte con la provin-
cia del Chaco, al este con las provincias de Corrientes y Entre Ríos, al 
sur con la provincia de Buenos Aires y al oeste con las provincias de 
Córdoba y Santiago del Estero. Tiene una superficie de 133.007 km2, 
con unos 800 km. de Norte a Sur y 120 km. de Este a Oeste. 

Cuenta con una población que supera los 3.201.686 habitantes. 
Al centro-norte se ubica su ciudad Capital, Santa Fe; al centro-

oeste Rafaela; al norte Reconquista y al sur Venado Tuerto. Estas 
ciudades son cabecera de regiones económicas, administrativas y 
judiciales que se caracterizan por la baja densidad poblacional y 
grandes extensiones de territorio. Al centro-sur se encuentra la ciu-
dad de Rosario, dominando una región de gran actividad económi-
ca, no mucha extensión territorial pero alta densidad poblacional. 

Dado que la República Argentina se organiza como un Estado 
Federal, las Provincias son autónomas; esto es, eligen sus propias 
autoridades, dictan sus propias normas y conservan todas las facul-
tades que no han sido expresamente delegadas a la Nación. 

En cuanto a su forma de gobierno, prevé un Poder Ejecutivo 
(encarnado en la figura del Gobernador); un Poder Legislativo 
compuesto de una Cámara de Diputados que representa al pueblo 
y una Cámara de Senadores que representa a los diecinueve (19) 
Departamentos políticos y un Poder Judicial encabezado por la 
Corte Suprema de Justicia.

Respecto del dictado de sus propias normas, debe tenerse en 
cuenta que la Constitución Nacional establece la “supremacía cons-
titucional”; esto es, el ordenamiento jurídico federal está por en-
cima de los ordenamientos jurídicos de las Provincias y, si éstos 
contradicen a aquel, pueden ser corregidos por vía de declaración 
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de inconstitucionalidad. Además, como los tratados internaciona-
les de derechos humanos responsabilizan al Estado Nacional por 
lo que suceda en todo el territorio (no puede alegar su estructu-
ra federal para dejar de cumplir una obligación de esa naturaleza), 
existe un control de convencionalidad a cargo del Estado Federal.

Una de las facultades reservadas por las Provincias, en lo que a 
este informe interesa, es la de “administrar justicia”, lo que incluye 
el dictado de Códigos Procesales y organización del sistema judi-
cial. Vale aclarar que la jurisdicción provincial, que se limita a su 
ámbito territorial, pobladores, órganos públicos e intereses loca-
les, coexiste con la jurisdicción federal que abarca a todo el terri-
torio, población, órganos públicos e intereses comunes a todas las 
Provincias. De allí que exista legislación procesal y sistema judicial 
nacional, por un lado, y tantas legislaciones procesales y sistemas 
judiciales como Provincias hay.

Para tener un mayor acercamiento a la geografía de la Provincia 
de Santa Fe se presentan los siguientes gráficos y cuadros confec-
cionados sobre la base de información obtenida del Instituto Pro-
vincial de Estadísticas y Censos (IPEC).

Morfología de la provincia de Santa Fe

Gráfico Nº 1A
Población de la Provincia de Santa Fe por Circunscripción Judicial

Gráfico N° 1C
Extensión de la Provincia de Santa Fe por Circunscripción Judicial (km2)
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Cuadro N° 1B
Densidad poblacional de la Provincia de Santa Fe por Circunscripción Judicial

CIRCUNSCRIPCIÓN
DENSIDAD

Nº SEDE

1 SANTA FE 27,07
2 ROSARIO 110,3
3 VENADO TUERTO 16,2
4 RECONQUISTA 7,2
5 RAFAELA 7,44

PROMEDIO 24,11

Gráfico Nº 1C
Extensión de la Provincia de Santa Fe por Circunscripción Judicial (km2)

Gráfico N° 1C
Extensión de la Provincia de Santa Fe por Circunscripción Judicial (km2)
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Gráfico N° 1A 
Población de la Provincia de Santa Fe por Circunscripción Judicial
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La región Rosario tiene 1.585.417 habitantes, de pequeñas di-
mensiones en cuanto a lo territorial, unos 14.400 km2 que repre-
senta el 11 % del territorio provincial pero alta densidad poblacio-
nal (110 habitantes por km2) ya que allí vive el 49% de la población 
provincial. 

Las ciudades que en ella destacan son Rosario, a la vera del río 
Paraná, con 1.181.050 habitantes y una altísima densidad pobla-
cional (588 habitantes por km2); San Lorenzo, junto al río, hacia 
el norte, 137.468 habitantes; Villa Constitución, junto al mismo río 
pero hacia el sur, 77.468 habitantes; Cañada de Gómez y Casilda, 
ambas hacia el interior, al oeste, con 112.133 habitantes la primera 
y 77.354 la segunda.
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Todas las ciudades mencionadas están relativamente cerca, la 
más alejada de Rosario es Cañada de Gómez y dista 70 km., unidas 
por fluidas vías de comunicación (autopistas) y transporte público.

Veamos esta siguiente información en gráficos.

Morfología de la circunscripción judicial rosario

Gráfico Nº 2A
Población de la Circunscripción Judicial Rosario por Distrito Judicial

Gráfico N° 2C 
Extensión de la Circunscripción Judicial Rosario por Distritos Judiciales
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Gráfico N° 2A 
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Cuadro N° 2B
Densidad poblacional de la Circunscripción Judicial Rosario por Distrito Judicial

CIRCUNSCRIPCIÓN DENSIDAD

hab/km2Nº SEDE

2 ROSARIO 588,85
12 SAN LORENZO 73,74
6 CAÑADA DE GÓMEZ 25,07
14 VILLA CONSTITUCIÓN 28,13
7 CASILDA 24,51

PROMEDIO 110,3
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Gráfico Nº 2C
Extensión de la Circunscripción Judicial Rosario por Distritos Judiciales

Gráfico N° 2C 
Extensión de la Circunscripción Judicial Rosario por Distritos Judiciales
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Población de los distritos judiciales de la circunscripción judicial rosa-
rio, por circuitos y localidades

Cuadro N° 3A
Distrito Judicial Rosario

Departamento 
político

Circuitos  
Judiciales Población

Circuito 2

Rosario Funes 22.379

Rosario Granadero Baigorria 48.930
Rosario Pérez 28.009
San Lorenzo Roldán 13.541
Rosario Rosario 910.047
Rosario Soldini 3.136
Rosario Zavalla 5.086

SUB-TOTAL 1.031.128

Circuito 15

Rosario Acebal 6.351
Rosario Arroyo Seco 21.962
Rosario Coronel Bogado 2.952
Rosario Fighiera 5.024
Rosario General Lagos 4.247
Rosario Coronel Domínguez 950


	Tapa.pdf

